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1.- VISTOS 

Desata la Sala el  recurso de apelación interpuesto de manera subsidiaria por el apoderado del interno JUAN CARLOS SÁNCHEZ RAMÍREZ contra los autos interlocutorios proferidos el veintinueve (29) de enero y el catorce (14) de febrero de 2007, por medio de los cuales el Juzgado Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad, negó el descuento de pena consagrado en el otrora vigente artículo 70 de la Ley 975 de 2005 y decidió no reponer tal decisión, respectivamente.
2.- PROVIDENCIA 

La señora Juez que para ese entonces fungía como titular del referido Despacho, tuvo en cuenta en primer término, que la norma aludida había sido declarada inexequible por medio de la sentencia C-370 del dieciocho (18) de mayo de 2006, empero, conforme lo sostenía la Corte Suprema de Justicia, nada se había dicho sobre los efectos retroactivos de dicho fallo. En consecuencia, dado que la providencia condenatoria había quedado ejecutoriada desde el veintiuno (21) de julio de 1997, podía ser aplicado el dispositivo contenido en el referido artículo 70 de la Ley 975 de 2005 siempre y cuando se cumplieran los requisitos exigidos tanto en él como en el Decreto reglamentario 4760 de 2005. Por demás, ello, constituía una aplicación retroactiva de la ley favorable, ampliamente aceptada por la doctrina.

Confrontadas las exigencias legales, con el caso del señor SÁNCHEZ RAMÍREZ, encontró que el delito de homicidio no estaba excluido del beneficio, que además, ya estaba purgando la pena al momento de entrar en vigencia la Ley 975 de 2005 y que los certificados expedidos daban cuenta del buen comportamiento en el sitio de reclusión.

No obstante, no aparecía probada la cooperación, contribución o asistencia prestada a los funcionarios que adelantaron la investigación, por cuanto el procesado fue vinculado como persona ausente y transcurrió más de un año desde el momento de ocurrencia de los hechos hasta cuando compareció al proceso el once (11) de junio de 1995, más de un año después, lapso durante el cual el Ente investigador debió desarrollar una ardua labor en aras de esclarecer la verdad, mediante la práctica de sinnúmero de pruebas. La situación descrita, no podía constituir lo que en la Ley 975 de 2005 y su decreto reglamentario se consideraba contribución con la justicia, dado que en realidad hubo un desgaste del aparato judicial en el presente evento.

De otro lado, el Juzgado Cuarto Penal del Circuito de Cartago, Valle del Cauca, en la sentencia, dispuso el pago de seis millones treinta y cinco mil ($6´035.000) pesos a los sucesores del occiso, por perjuicios materiales, más otros doscientos (200 gr.) gramos oro por concepto de perjuicios morales y no existía prueba de que alguno de esos valores hubieran sido cancelados, pero tampoco, ninguna medida simbólica tendiente a restablecer la dignidad de las víctimas.

Sobre el específico tema de la indemnización, señaló que de conformidad con lo argüido por la Corte Suprema de Justicia, era cierto que no se podía negar el beneficio a quien careciera de capacidad económica; sin embargo, era indispensable que esa incapacidad se demostrara por parte del condenado, con la prueba pertinente de la cual debía darse traslado al Ministerio Público y las víctimas, quienes podrán ejercer el derecho de controversia.

En conclusión, no se satisfacían todas las exigencias legales que la rebaja punitiva conllevaba y dado que las mismas eran concurrentes, no era posible otorgar el descuento pedido.

Posteriormente, al desatar el recurso horizontal interpuesto, se negó a reponer la decisión adoptada básicamente, mediante la reiteración de los argumentos anteriormente plasmados, en especial, la no satisfacción a cabalidad de los requisitos que en su momento eran tenidos en cuenta para otorgar la rebaja de la décima parte de la pena impuesta. Sobre los argumentos vertidos en el memorial sustentatorio, desestimó la afirmación relacionada con que el procesado no sabía a qué autoridad debía presentarse, porque desde el mismo momento en que ocurrieron los hechos, había desaparecido, información que fue corroborada por los propios hermanos del señor SÁNCHEZ RAMÍREZ, quienes afirmaron que desconocían el paradero de su colateral. En ese sentido, destaca que si sus familiares fueron escuchados en declaración, no hay razón para que la defensa sostenga que él desconocía quién lo estaba investigando y en lugar de presentarse ante las autoridades pertinentes en ese momento, fue necesario que transcurriera más de un (1) año para que compareciera a ejercer su derecho de defensa, máxime cuando su estrategia se fundó en una legítima defensa excedida, en la que se requería mayor certeza de esa circunstancia para proferir el fallo respectivo.

Reafirmó que no cualquiera actitud procesal, podía ser tomada como colaboración judicial, ya que la misma debe ser determinante para lograr la imposición de justicia. Por demás, en lo que hacía con el pago de los perjuicios, sostuvo su posición en cuanto la sola afirmación de no contarse con recursos económicos para sufragarlos no era suficiente prueba de la incapacidad económica, además, era necesario agotar el trámite dispuesto para la reparación de las víctimas, en el artículo 25 del Decreto 4760 del 30 de diciembre de 2005
Finalmente, conceptuó que en el escrito presentado, no se planteaban hechos nuevos a los ya tratados en la anterior decisión y por ende, mantuvo su determinación de no conceder la rebaja punitiva pedida.

3.-  RECURSO

El apoderado del sentenciado, centra su inconformidad con la decisión que fue contraria a los intereses de su representado, básicamente en lo siguiente:

- La investigación se adelantó por organismos jurisdiccionales tanto del Norte del Valle del Cauca, como de Risaralda (Municipio de La Celia) al presentarse una especie de colisión de competencia sin justificación lógica dado que los hechos se presentaron en comprensión de El Águila (Valle del Cauca), mientras la víctima falleció en el municipio risaraldense antes aludido, situación que califica como de distinta para determinar la competencia del funcionario de la Fiscalía que debería asumir la instrucción. Ello significa que el procesado no sabía a qué funcionario debía presentarse, pero además, jamás tomó las de Villadiego para evadir la acción de la justicia, puesto que los declarantes que comparecieron fueron reiterativos en cuanto que a su defendido lo veían constantemente en el municipio de La Celia (Rda.).

- El señor SÁNCHEZ RAMÍREZ  se presentó voluntariamente, se colocó a disposición del Fiscal 16 Seccional de Cartago (Valle del Cauca) y fue escuchado en injurada. Frente a ello, pregunta si esa no es colaboración de su defendido con la Administración de Justicia, si acaso, la diligencia de emplazamiento y designación de defensor de oficio, impedía al instructor cumplir con las formas propias del juicio, con el derecho de defensa y contradicción a favor de los intereses del sindicado, de conformidad con lo preceptuado en el artículo 29 de la Carta Política al estructurar el derecho fundamental al Debido Proceso. Señala que con la presentación voluntaria sí se presentó impulso oficioso al trámite procesal y es lo que se conoce como ayuda o colaboración con la justicia y en el éxito del desarrollo de la investigación, particular sobre el cual existe infinidad de jurisprudencia de la Corte Suprema que no puede ser desconocida porque de hacerlo así, se estarían violando claras normas constitucionales como son los artículos 228 y 230 constitucionales y las normas rectoras del procedimiento penal.

- Manifiesta que tampoco se puede desconocer lo probado en el desarrollo del proceso, en cuanto a su prohijado se le reconoció inicialmente el exceso en la legítima defensa, la libertad provisional, lo que estima, se debió a su contribución en el éxito de la investigación.

- En lo que hace con la incapacidad económica del señor SÁNCHEZ RAMÍREZ, sostiene que conforme con lo reglado en el artículo 27.5 del Decreto 4760 de 2005, no se podrá negar la rebaja a quien carezca de capacidad económica para la indemnización de la víctima. En esa dirección, pone de presente que el interno es persona de escasos recursos económicos, gana el salario mínimo que se emplea en la congrua subsistencia suya y la de su familia. Anexa declaraciones que lo conocen y saben sus condiciones económicas y financieras, así como certificados donde consta que no tiene propiedades inmuebles. No obstante, dado que tiene voluntad de resarcir los daños y perjuicios, cuando tenga la oportunidad así lo hará.  

4.-  SE CONSIDERA

Se tiene competencia para desatar el recurso de apelación interpuesto de manera subsidiaria, contra la decisión del Juzgado Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Pereira, por cuanto es esta Sala superior funcional del citado Juzgado, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 80 de la Ley 600 de 2000, codificación aplicable al presente asunto.

Debe decirse de una vez, que observado con detenimiento el asunto de fondo objeto de impugnación, el Tribunal estima que se impone la convalidación de la determinación adoptada en primera instancia.

Una afirmación en ese sentido, deviene inevitable si se tiene en cuenta que la señora funcionaria de primer grado, tuvo buen cuidado de delimitar varios aspectos que era imprescindible analizar en este evento. Ellos tienen que ver en primer término con lo atinente a la aplicación ultraactiva de la norma contenida en el artículo 70 de la Ley 975 de 2000, aspecto que de conformidad con las orientaciones jurisprudenciales existentes, así como de la misma aplicación del principio de favorabilidad en materia penal, permite que así el referido dispositivo haya sido retirado de nuestro ordenamiento jurídico a partir de la declaratoria de inexequibilidad por vicios de forma, pueda ser válidamente usada ahora para analizar si puede producir consecuencias favorables al sentenciado. 

Por manera que, nada impediría proceder en esa dirección en caso de estar satisfechos los requisitos exigidos mancomunadamente tanto por la Ley 975 de 2005 en su plurimentado artículo 70, como en el aludido Decreto 4760 del mismo año, que reglamentó precisamente lo atinente con los requisitos exigidos para la concesión de la rebaja punitiva de la décima parte de la pena impuesta, por cuanto en el sub judice no existía pronunciamiento de fondo en lo que a esta especifico punto se refiere y que fuera anterior a la declaratoria de inexequibilidad de la norma.
Así las cosas, y de cara al análisis que de las exigencias allí plasmadas hiciera la a quo, estima el Tribunal que fue también un aspecto abordado con acierto, dado que no otra podía ser la determinación adoptada si se tiene en consideración que el señor JUAN CARLOS SÁNCHEZ RAMÍREZ no llenó la totalidad de los requisitos necesarios para acceder al descuento punitivo. Y así es por lo siguiente:

Para esta Corporación, no existe duda en que para la fecha de promulgación de la Ley 975 de 2005, la sentencia se encontraba en firme, el delito por el cual fue juzgado el hoy sentenciado no está excluido de la posibilidad de disminución de pena y, además, demostró un buen comportamiento durante su reclusión. No obstante, no se encuentran satisfechos los otros requisitos que deben ser concurrentes, por tanto, ello impide la concesión de la rebaja punitiva deprecada. Se explica:
A pesar de no haberse hecho expresa mención en la providencia inicial o en la que desató el recurso horizontal presentado, encuentra la Sala que tampoco aparece en lo actuado la manifestación de no reincidir en el delito por el que fue condenado el interno. Esta exigencia, por más formal que parezca, debe hacer parte de la solicitud de concesión del descuento, pero infortunadamente, nada se dijo al respecto.

De otro lado, el señor apoderado del interno parece estar confundiendo los actos de colaboración con la justicia, con los propios del legítimo ejercicio del derecho de defensa y contradicción. En esa dirección, debe precisarse que la presentación voluntaria y tardía que hizo el encartado en el proceso, no puede tener la connotación de colaboración judicial que le pretende dar el togado y por el contrario, fue medio que permitió verter en el proceso la tesis defensiva relacionada con la legítima defensa –necesariamente debía ser propuesta por la defensa, con base en la información que de los hechos poseía-, que en últimas fue desestimada por la judicatura en el fallo de segunda instancia
 para abrirle paso a una condena por homicidio preterintencional. Incluso, llama la atención, que la pretendida confesión que hizo el encartado, no ameritó compensación punitiva alguna en esa ocasión, dado que desde el mismo informe policivo que dio cuenta de los hechos estaba identificado como autor de la conducta punible
.
De todas formas, no sobra advertir que la presentación voluntaria a la que se le pretende dar tanta trascendencia, fue más bien  la consecuencia lógica de la orden de captura que desde los albores de la investigación se profirió en contra del señor SÁNCHEZ RAMÍREZ y su posterior ratificación al resolverse situación jurídica mediante la imposición de medida de aseguramiento de detención preventiva.
En cuanto al otro argumento en que sustenta la defensa su disenso, debe decir la Sala que no hubo la pretendida cuasi-colisión negativa de competencias a la que alude, cuando iniciados los trámites por la Señora Fiscal 28 de La Virginia (Rda.) al advertir que los hechos habían tenido su génesis en jurisdicción del Valle del Cauca, procedió como era apenas natural a enviar las diligencias a la Fiscalía Seccional del municipio de Cartago, donde de inmediato el señor Fiscal Trece Seccional avocó el conocimiento de la instrucción, dentro de la cual se recibieron los testimonios pertinentes, incluyendo por supuesto el del hermano del encartado.

Finalmente, por más que se insista en la pretendida incapacidad económica del interno, como justificación para eximirse de la indemnización, la Sala encuentra atinada la posición asumida por el Juzgado de instancia en cuanto es evidente que debe demostrarse esa incapacidad, luego de lo cual puede perfectamente recurrirse a alguna de las múltiples fórmulas consagradas para desagraviar a las víctimas, situaciones que se echan de menos en el presente caso.

Corolario, dado que no se expresó la voluntad de no volver a incurrir en el delito, que no se puede pregonar una colaboración con la justicia y que además, no se ha indemnizado a las víctimas, requisitos indispensables para conceder la rebaja de pena deprecada, se impone la confirmación de la decisión adoptada en la primera instancia. 
5.- DECISIÓN  
El Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal,  CONFIRMA el auto interlocutorio proferido por el Juzgado Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad, que fue objeto de alzada. 
CÓPIESE, CÚMPLASE Y DEVUÉLVASE 

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE


  LEONEL ROGELES MORENO
IVANOV ARTEAGA GUZMÁN

La Secretaria de la Sala,

CRUZ ELENA GONZÁLEZ LÓPEZ
� Cfr. Fl 250 C.O. 1


� Cfr. Fl. 253 C.O. 1
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